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En la Ciudad de México, a diez de diciembre de dos mil diecinueve, se da cuenta al 
Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, instructor en el presente asunto, 
con el expediente de la controversia constitucional al rubro indicada, \turnada conforme 
el auto de radicación de veintinueve de noviembre pasado. Conste. 

Ciudad de México, a diez de diciembre de dos mil diecinueve. 

Vistos el escrito de demanda y anexos de la Sindica del Municipio de 

Petatián, Guerrero, mediante los cuales promueve controversia constitucional 

contra el Poder Ejecutivo, Federal y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, 

en la que impugna lo siguiente: 

«A) LA DECLARA ClON DE NO VIGENCIA DEL CONVENIO DE CONVENIO 
(sic) QUE CELEBRA POR UNA PARTE EL GOBI 	FEDERAL POR 
CONDUCTO. DE LA SECRETARIA DE HACIENDA Y. 4).lTO PÚBLICO, A 
LA QUE, EN LO SUCESIVO SE LE DENÓMIÑA Á 'SECRETARÍA' 
REPRESENTADA POR SU TITULAR EL LIC.ERNESTO CORDERO ARROYO 
'(POR LA OTRA EL AYUÑTAMIENTO DEL MJ!O DE PETATLÁN, DEL 
ESTADO DE GUERRERO, AL QUE EN LO SUC VO SE LE DENOMINARÁ 
AL :QUE EN LO. SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ (sic) EL 'MUNICIPIO', 
REPRESENTADO POR LOS CC. io.: ALBINO LAÓUNZA SANTOS, 
ALFREDO RIVERA MACIEL, Y LIC. FED ' v GALEANA EN SU CARÁCTER 
DE PRESIDENTE, SÍNDICO YTESORERO MUNICIPAL 
RESPECTIVAMENTE, COMO CON CUENCIA SU INVALIDEZ. 
B) La actual orden de descuento .N.articipacioñes Federales, e inminente 
retención de Participaciones Fed.'.,? que puede realizar la Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público, 
derivada de los oficios: 

- 351-A-DGPA-A-536 ((e fí 
Ayuntamiento de Peta 

por conducto de la Tesorería de la Federación, 

cha 21 de agosto de 2019, notificado al 
' Guerrero el día 28 de octubre de 2019 

> 351-A4JGPA-A-630 de fecha 20 de septiembre de 2019, notificado al 
Ayuntamiento de Petatlán, Guerrero el día 21 de noviembre de 2019 

Ambos signados por"V . Marco Rodrigo Munive Saldaña, Director de 
Administración de Part lipaciones e Ingresos Federales Coordinados de;Ia 

• Unidad de Coordinación con Entidades Federativas de la Secretaría; de' 
Hacienda y Crédito Público. 

Como consecuencia se reclaman los intereses que se causen conforme a la 
tasa de recargos establecida por el Congreso de la Unión para los casos de ¿\ 
pago a plazos de contribuciones, ello derivado de la entrega extemporáneá d 
las participaciones federales." 

En ese tenor, se tiene por presentada a la promovente con la personalidad 

que ostenta', designando autorizados, pero no ha lugar a tener para efectos de - 

1  De conformidad con las documentales que al efecto exhbe y en términos del artículo 77, fracción II, de la Ley Orgánica del 
Municipio Libre del Estado de Guerrero, que establece 
Artículo 77. Son facultades y obligaciones de los Síndicos Procuradores: 
II. Representar jurídicamente al Ayuntamiento y gestionar los negocios de la Hacienda Municipal, así como efectuar los cobros de 
los créditos a favor del Ayuntamiento; [. ] 
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recibir notificaciones la dirección de correo electrónico que indica, toda vez que 

dicho supuesto no está previs en ftv ragamentria de ia materia y en virtud 

de que las partes están obi adas a indcar uo en la ciudad donde Uene su sede 

este Alto Tribunal. 

Lo anterior, con tundanento en1 Ds -3rt!cjlos 4, párrafo tercero', 53 y 11 

párrafo primero4, de la Ley Regiamentaia de las Fracciones 1 y II del Articulo 105 

de la Constitución Política de ica Estdos UnUns [Viexicanos, así como 305 del 

Código Federal de Prcc,edinieitos CivUes de aplicación supletoria, en términos 

de! numeras 16  de u citada k'í y í.on apoyc en la tesis de rubro: 

"CONTROVERSIAS CO/VS 7rruc.t1oN,r LES. LAS PARTES ESTÁN 

OBLIGADAS A S.EÑAb4R D0141CIL1O PARA OÍR Y RECIBIR 

NOTIFICACIONES E! EL LUGAR SFU QUE TIENE SU SEDE LA SUPREMA 

CORTE DE JLJSTICI4 DE LA NACIÓN (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL 

ARTÍCULO 305 DEL CÓDÍGO FED,EFiVtL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES A 

LA LEY REGLAMENLRI.1l BELA M/1 TERSA) "7. 

Ahora bien, de la revisión integral de ia demanca y sus anexos, SE' arriba a 

la conclusión que procede desechar la controversia constitucional 

promovida, atento a las consideraciones que se desarrollan a continuación. 

Conforme a lo establecido en el articulo 258  de la ley reglamentaria de la 

materia, el Ministro ins'ructor está facukado para desechar de plano un medio de 

control de constitucionaiidad, corno el izue ahora se analiza, si advierte que en él 

se actualiza un motivo manifiesto a incudable de improcedencia, lo que se 

corrobora con la jurisprudencia que se cha a continuación: 

"CONTROVERSIA CONS TTUCiON/l L ALCANCE DE LA EXPRESIÓN 
'MOTIVO MANIFfESTO E ÍNDUDAE3LE DE IMPROCEDENCIA' PARA EL 
EFECTO DEL DESECHAMIENTO DE LA DEMANDA. De conformidad con lo 

'Articulo 4. [.. 1 
Las partes podrán designar a una o vai;s pereono para 3ir r.cLficaciones, irnponers. de los autos y recibir copias áe traslado. 
3Artículo S. Las partes estarán chli9sdrrs a recibir os oficios de notticación que se les dirijan a sus oficinas, domciio o lugar en 
que se encuentren. En caso de que ia ,, not,fiocicnes nc rraan pa >nduco de actuno, se hara constar el nombre de la persona 
con quien se entienda la diligencia y si se negare a írmar el ace o a racib:r si cfico, la notifloación se tendrá por legamente hecha. 
4Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero inreresado deberán comparecer a juicio por conducto de los 
funcionarios que, en términos de las normas que Vis rigen, están fecjitados para rep'esentarlcs. En todo caso, se presumirá que 
quien comparezca a juicio goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. [ ... ] 

Artículo 305. Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera diligenca judicial en que intervengan, deben designar casa 
ubicada en la población en que tenga su sede el tribunal, para que se les hagan las notificacones que deban ser personales. 
Igualmente deben señalar la casa en que ha de hacerse la prmera r.otiñcacon a la persona o personas contra quienes promuevan, 
o a las que les interese que se notifique. por la intervención que deban tener en el asunto. no es necesario señalar el domicilio de 
los funcionarios públicos, estos siempre serán nct:íicados en su resdencra oficial. 

Articulo 1. La Suprema Corte de untcia de le Nación conocerá y resolv'rá con base en los disposiciones del presente Titulo, 
las controversias constitucionales y las acciones de incor.stitucinaidad a que se refieren las fracciones 1 y  Ii del articulo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mcxicancs A falta de disposición expresa, se estará a las prevenciones del Código 
Federal de Procedimientos Civiles. 

Tesis P. 1X12000. Novena Época. Senranario Judcialde la Federación y su Gaceta. Tomo XI. Marzo de das mil. Página setecientos 
noventa y seis. Registro 192286 
'Articulo 25. El ministro instructor examinara ente lodo el escalo oc demar.d, y si encontrare motivo manifiesto e indudable de 
improcedencia, la desechará do plano 
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dispuesto en el artículo 25 de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones / y it del Artícúlo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanós, el Ministro instructor podrá desechar 
de plano la demanda de controversia constitucional si encontrare 
motivo manifiesto e indudáble de improcedencia- En este contexto, 
por "manifiesto" debe entenderse lo que se advierte en forma 
patente y absolutamente clara de la lectura de la demanda, de los 
escritos aclaratorios o de ampliación, en su caso, y de los 
documentos que se anexen a tales promociones; mientras que lo 
"indudable" resulta de que se tenga la certeza y plena convicción 
de que la causa de improcedencia de que se trate efectivamente 

se actualiza en el caso concreto, de tal modo que aun cuando se admitiera la 
demanda y se sustanciara el procedimiento, no sería factible obtener una 
convicción diversa. ̀9  

Así, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

sostenido que por manifiestodebe en.tenderse;todo aquello que se advierte en, 

forma patente y absolutamente clara de la simple lectura de la demanda, los 

escritos aclaratorios o de.ampliación y, en su caso,de los rl\mentos  que se 

anexen a dichas promociones, en tanto que lo indudable se CT - "gura cuando se 

tiene la certeza y .. plena convicción de que lá :ca(jsa de -improcedencia 

efectivamente se actualiza en el caso, de manera fie la 'admisión de la 

demanda y la substanciacion del procedimiento no darian lugar a la obtención de 

una conviccionr diversa 

En efecto, de la simple lectura de la demanda y sus 
1
anexos,  es posible 

advertir que, en la especie, se actualiza 1 ça de improcedencia prevista en 

el articulo 19, fracción V11110,de la ley reglamentaria de la materia, en relación 

con el artículo 105, fracción 1, inciso lbla Constitución Federal, debido a que 

la litis planteada én la demanda no se relaciona con la invasión de esferas  

competenciales, sino con msaspectos de legalidad. 

Al respecto, resulta pertiribMe precisar, por principio de cuentas, que la 

improcedencia de una controversia constitucional puede derivar de alguna 

disposición de la ley reg 	ntaria de la materia, lo cual permite consideaí,r9 

sÓlo los supuestos que de manera específica prevé su artículo 19, sino tn'ibh 

los que puedan derivar del conjunto de normas que la integran y de las bases 

constitucionales que la rigen, siendo aplicable a este respecto la tesis de rubro y 

texto siguientes: 

9Tesls PJJ. 128/2001. Jurisprudencia. Pleno. Novena Epoca, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIV. 
Correspondiente al mes de octubre de dos mil uno. Págna ochocientas tres. Número de registro 188643. 
"Articulo 19 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones 1 y  II del Articulo 105 de la Constitución Federal. Las controversias 
constitucionales son improcedentes: 
VIII. En los demás casos en que la improcedencia resulte de aigina disposicán do esta ley. (...) 11  Artículo 105 de la Constitución Federal La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la 
ley reglamentaria, de los asuntos siguientes: 
1. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: (...) 
i) Un Estado y uno de sus Municipios, sobre la constituconaldad de sus actos o disposiciones generales; (.. 
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"CON TRO VERSÍA 	C)NS T1YJCiONAL. 	LA 	CA USA 	DE, 
IMPROCEDENCIA PREVISTA EN EL. ARTICULO 19, FRACCIÓN VIII, DE 
LA LEY REGL.AMENTA.R!A DE LA MATERIA, ÚNICAMENTE DEBE 
RESULTAS? DE ALGUNA DISPOSICIÓN DE LA PROPIA LEYtÇ EN 
TODO CASO, DE LA CONSTITiJC!ON POLÍTICA DE LOS ESTADOS 
UNIDOS MEXICANOS. Conforme a la fracción VIII del artículo 19 de )á Ley 
Reglamentaria de las Fraccoues y l dei Artículo 105 de la ConsWución, 
¡a improcedencia de la controversa constitucional únicamente debe resultar 
de alguna disposición de la propia ley 	en toco caso, de la Norma 
Fundamental, po. ser és!as las que delinean su objeto y fines; de al:! que 
la improcedencia no puede derL'a ia k;' previsto en otras leyes, pues ello 

haría nugatoría ¡e nalura(eza cia ese ssrerna de ontrol constitucionai. .2 

En principio, cabe señalar que La controversia constitucional entraña un 

conflicto sobre la constitucionalidad de actos y/o disposiciones generales de los 

sujetos que el artículo 10.5 de la ConsUtucón Federal reconoce como partes en 

este tipo de juicios. ya cU9 desde su ccncección por el Poder Constituyente, esta 

garantía juriscliccionai fue diseñada para que este Alto Tribunal deñniera el 

ámbito de atribuciones que la Constitución Federal confiere a los órganos 

originarios del Estado, tal como fue señaiado por el Tribunal Pleno en la tesis 

siguiente: 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA  TUTELA JURíDIcA DE ESTA 
ACCIÓN ES LA PROTECCIÓN DEL ÁMBITO DE ATRIBUCIONES QUE 
LA LEY SUPREMA PREVÉ PARA LOS ÓRGANOS ORIGINARIOS DEL 
ESTADO. Del análisis cia ¡a evolución l-egislativa que en nuestros textos 
constitucionales nc tenidc el medio de uontrol constitucional denominado 
controversia constitucional, se pueden apreciarlas siguientes etapas: 1. En 
la primera, se concibió sólo para resolver las que se presentaren entre una 
entidad federada y otra; 2. En la segunda etapa, se contemplaron, además 
de las antes mencionadas, aquellas que pudiesen susdilarse entre los 
poderes do un mismo Estado y las que se suscitaran entre la Federación y 
uno o más Estados,' 3. En la tercera, se sumaron a las anteriores, los 
supuestos relativos a aquellas que su pudieren suscitar entre dos c; más 
Estados y el Distrito Federal y las que se suscitasen entre órganos de 
Gobierno del Distrito Federal. En la actualidad, el artículo 105, fracción 1, de 
Ja Constitución Política de /os Estados Unidos Mexicanos, amplía los 
supuestos para incluir a ¡os Municipios. ci Poder Ejecutivo, al Congreso de 
la Unión, a cualquiera ce sus Cámaras, y en su caso, a la Comisión 
Permanente. Pues bien, de lo anerinr se colige que la tutela jurídica de 
este instrumento procesal de carácter constitucional, es la protección del 
ámbito de atribuciones que le misma Ley Suprema prevé para los órganos 
originarios del Estado, es decir, aquellos que derivan del sistema federal y 
del principio de división da poderes a que se refieren los artículos 40, 41 y 
49, en relación con el 115, 116 y  /22, de la propia Constitución y no así a 
los órganos derivados o iegales, pues estos últimos no SOn creados ni 
tienen demarcada su competencia en la Ley Fundamental: sin embargo, no 
por ello puede estimarse que no están sujetos al medio de control, ya que, 
si bien el espectro de la tutela jurídica se da, en lo particular, para preservar 

12  P.IJ. 3212008, Jurisprudencia, PIen, Novena Epoca. Semariro JuiicaI de la Federación y su Gaceta, tomo )XVII, junio de 
2008, registro 169528, página 955. 
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Ahora bien, la falta de interés legítimo por parte del Municipio 

actor se actualiza, respecto de la orden de descuento e  

inminente retención de las participaciones federales, a 

consecuencia de un convenio celebrado entre el Gobierno Federal, por conducto 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el Municipio actor, porque no 

hay una violación directa a la Constitución Federal. 

Al respecto, conviene destacar que la promovente se duele, 

esencialmente, de lo siguiente: 

"El problema fundamental que se plantea en la present 	ontroversia 
Constitucional, C. Presidente de la H. Suprema Corte de 	cia de la 
Nación. 
PRIMERO.- ¿SI EL CONVENIO QUE CELEBRA POR UNA PARTE EL 
GOBIERNO FEDERAL POR CONDUCTO DE LA ECRETA RÍA DE 
HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO, A LA QUE ENCESIVO SE LE 
DENOMINARA 'SECRETARIA' (sic) DE HACIENDA Y C lITO PÚBLICO, A 
LA QUEÉN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARA (sic) 'SECRETARIA' 'sic) 
REPRESENTADA POR SUTITULAR EL LIC. ERI '.-STO CORDERO ARROYO 

—Y POR LA OTRA EL AYUNTAMIENTO DEL M 	'O DE PETA:TLÁN, DEL 
ESTADO DE GUERRERO, AL QUE EN LO SUCE7 O SE LE DENOMINARA 
(sic) /L QUE EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARA EL "MUNICIPIO", 
REPRESENTADO POR LOS CC. JO f  ALBINO LACUNZA SANTOS, 
ALFREDO RIVERA MAC/EL, Y LIC.Ç ERICO GALEANA EN SU 
CARÁCTER DE REPRESENTANTE, 5 DICO (sic) Y TESORERO 
MUNICIPAL RESPECTIVAMENTE, FIRMADO EN FECHA 28 DE FEBRERO 
DE 2011, AL NO, CONTENNCLÁSULA DE VIGENCIA, DEBE 
CONSIDERARSE QUE SUS EFE 4•)  SE TRASLADAN EN EL TIEMPO DE 
MANERA ILIMITADA? ,0 en caso resulta aplicable lo establecido en el 117 
fracción VIII de la Constitució Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 
señala que los Municipios tod-án  contratar obligaciones para cubrir sus 
necesidades de corto plaz.' rebasarlos límites máximos y condiciones 
que establezca la ley general que expida el Congreso de la Unión. Las 
obligaciones a corto plazo, deberán liquidarse a más tardar tres meses 
antes del término ojodo de gobierno correspondiente y no podrán 
contraterse nuevas oulpaciones durante esos últimos tres meses." 

Ahora bien, de la transcripción se advierte que el municipio actor impugn& 

el convenio que celebró con la Secretaría de Hacienda y Crédito Públiço el 

SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
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la esfera competencial de aquéllos y no de éstos, en lo general 
se da para preservar el orden establecido en la Constitución 
Federal, a que también se encuentran sujetos los entes 

públicos creados por leyes secundarias u ordinarias.43  
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veintiocho de febrero de dos mil once. 

En ese sentido, mediante el citado convenio, la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público y el Municipio actor, éste por conducto del Presidente Municipal 

y Síndico de aquel entonces, así como por el tesorero respectivo, acordaron que 

P. LXXIII98 Aislada, Pleno, Novena Época, Semanario Ju:csl de Ji Federacán y su Gaceta, torno VIII, Doismbre de 1998, 
registro 195025, página 789 

51 
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las participaciones federales correspondientes se pudieran utilizar para 

compensar todo tipo de adeudos, inciuidos accesorios relacionados con la 

omisión total o parcial del entero del Impuesto Sobre la Renta a carqo de los 

trabajadores y de los trabajadores de sus organismos descentralizados 

generados a partir del uno de enero de dos mil nueve, siempre y cuando se 

traten de créditos fiscales flrrnes. 

El municipio actor conlrov!erte lo anterior porque, en su concepto, con ese 

convenio se le dejarían da entregar participaciones que le corresponden, por 

concepto de retenciones del impuesto sobre a renta. Sobre esto, señala que las 

participaciones son inembargables. mprescriptibles y no se pueden afectar; y 

que incluso, si el Presidente Municpal .' ci Síndico de aquel entonces 

suscribieron el convenio, no podían hacerlo por un periodo mayor al tiempo para 

el cual fueron electos. 

Conforme a lo expuesto, si bien el actor pretende evidenciar que a través 

de los oficios impugnados se podría provocar una posible vulneración a normas 

constitucionales, éstas relacionadas con la hacienda municipal, en realidad su 

inconformidad la hace depender de un convenio, -el cual aduce que carece de 

un plazo de vigencia-, pero que fue suscrito por el propio municipio. 

Es decir, su afectación no la hace depender propiamente de un acto de 

autoridad unilateral atribuido al Poder Ejecutivo Federal, sino de un acuerdo de 

voluntades entre la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el propio 

Municipio actor, representado en aquel momento por quienes ostentaban la 

presidencia y sindicatura municipal. 

En ese tenor, si bien el actor pretende que vía controversia constitucional 

se estudie la posible vulneración a derechos municipales relacionados con su 

hacienda municipal, lo cierto es que dicias vulneraciones las sustenta en una 

norma particular consistente en un convenio o acuerdo de voluntades entre el 

Gobierno Federal y el Municipio actor. 

Ahora bien, con independencia de lo anterior, en el supuesto de que el 

•promovente hubiera acudido a impugnar únicamente las aludidas retenciones sin 

que dichos actos derivaran del multicitado acuerdo, de igual forma SE hubiera 

determinado el dese, charniento de su acción. 

Lo anterior, toda vez que ci descuento y retención de recursos federales que 

aduce se realiza de forma inminente, no se trata de una impugnación abstracta 

6 
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respecto de una violación directa a la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, sino de un mero conflicto de 

legalidad que no implica la determinación del alcance y 
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establecer facultades del municipio actor. 

Cabe destacar que el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación ha establecido que no toda violación constitucional puede analizarse 

en esta vía, sino sólo las relacionadas con los principios d división de poderes 

o con la cláusula federal, delimitando el universo de posibles conflictos a los que 

versen sobre la invasión, vulneración o simplemente afectación a las esferas 

competenciales trazadas desde el texto constitucional. 

Ahora, si bien el criterio o principio de afectación se 

sentido amplio, es decir, que debe existir un principio de ag 	el cual puede 

derivar no sólo de la invasión competéncial, sinóde la afectación a cualquier 

ámbito que incida en su esfera regulada directame <esde la Constitución 

Federál, como las garantías institucionales previstas en su favor o incluso 

prerrogativas relativas a cuestiones presupuest, cierto es, que también se 

ha precisado que tal amplitud siempre debe en'enderse en el contexto de 

afectaciones a los ámbitos competenciale 

Ademas, la .precisión de .mérito dio lugar'á que el Tribunal Pleno identificara 

como hipótesis.de  improcedencia de. \ ontroversia constitucional, las relativas 

a cuando las partes aleguen exclusi?nte las siguientes violaciones: 

1. A cláusulas sustantivaiversas a las competenciales. 

2. De estricta legalidad. 

Lo anterior se corrobora con el criterio jurisprudencia¡ de rubro y texto 

siguientes: 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LAS VIOLACIONES 
SUSCEPTIBLES DE ANALIZARSE EN EL FONDO SON LAS 
RELACIONADAS CON EL PRINCIPIO DE DIVISIÓN DE PODERES O CON 
LA CLÁUSULA FEDERAL, SOBRE LA BASE DE UN CONCEPTO DE 
AFECTA ClON AMPLIO. La controversia constitucional es un medio de 
regularidad disponible para los Poderes, órdenes jurídicos y órganos 
constitucionales autónomos, para combatir normas y actos por estimarlos 
inconstitucionales,- sin embargo, atento a su teleología, esta Suprema Corte de 
Justicia de/a Nación ha interpretado que no toda violación constitucional puede 
analizarse en esta vía, sino sólo las relacionadas con ¡os principios de división 
de poderes o con la cláusula federal, delimitando el universo de posibles 
conflictos a los que versen sobre la invasión, vulneración o simplemente 
afectación a las esferas competencia/es trazadas desde el texto constitucional. 

interpretado en 
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Ahora bien, en fa aplicacióa del cofedo referido debe considerarse que, en 
diversos precedentes, este Alto Tribunal ha adoptado un entendimiento amplio 
del principio de afectación, y ha e..stab!stdo que pata acreditar esta última es 
necesario que Con ¡a ernison da! acto o norma general impugnados exista 
cuando menos un principio de agravio en oerjuicio del actor, el cual puede 
derivar no SÓlO de la invasión competericial. sino de la afectación a cualquier 
ámbito que incide en su esara regulada directamente desde la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, corno las garantías institucionales 
previstas en su favor, o bici?, de otro (Ipr de orerrogativas corno las relativas a 
cuestiones presupuestales no obstante, a pesar de la amplia concepción del 
principio de afeclac;ón, debe precisarse que dicha amplitud siempre se ha 
entendido en el contexto de afectaciones a (os árnbiios competenciales de los 
órganos primarios del Estadc, ¡o que ha dado lugar a identificar como hipótesis 
de improcedencia de la controversia co7stituclonal ¡as relativas a cuando las 
partes aleguen exc/usivamone violacíorios: 1. A cláuuIas sustantivas, diversas 
a las campetencia(es y/o. 2. Da esri(,'a icga!idad. En cualquiera de estos casos 
no es dable analizar la regularidad de ls normas o actos impugnados, pero 
ambos supuestos de ?mprc)cedenc;a dehan cc.nsideiarse hipótesis de estricta 
aplicación, pues en caso de que se encuco tren entremezclados alegatos de 
violaciones asociados a las órbitas coma nienc.'ales de las partes en contienda, 
por mínimo que sea el prirTcioJo de aféctación, e/ Juicio debe ser procedente y 
ha de estudiarse en su integridad la cuestión efectivamente planteada, aunque 
ello implique conexamente el estudio de violaciones sustantivas a fa 
Constitución o de estricta legalidad. " 

En ese orden de ideas, si de la demanda se aprecia que la pretensión del 

municipio actor no se trata de una impugnación abstracta respecto de una 

violación directa a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sino 

de un mero conflicto de legalidad que no involucra violaciones a órbitas 

competenciales, entonces la controversia constitucional es improcedente. 

Al respecto, debe destacarse que en la controversia constitucional 5/2004, 

el Pleno de esta Suprema Corte sostuvo que el artículo 115, fracción IV, 

constitucional, consagra el principio de integridad de los recursos municipales, el 

cual implica que una vez que la Federación autoriza transferir a los municipios 

ciertos recursos a través de los Estados, debe entenderse que se garantiza su 

recepción puntual y efectiva, pues para programar el presupuesto de egresos se 

requería tener plena certeza acerca de sus recursos. 

Con base en las consideraciones contenidas en el precedente de mérito, tanto el 

Pleno como las Salas de este Alto Tribunal han resuelto controversias 

constitucionales en las que los municipios actores arguyen que los poderes 

ejecutivos estatales no han entregado las participaciones y aportaciones 

federales, que tales entregas fueron parciales o que la ministración de recursos 

no se realizó en forma oportuna. 

14 pJJ• 42/2015 (lOa.), Jurisprudenca Pleno, Décna Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 25, diciembre 
de 2015, tomo 1, registro 2010668, página 33 
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Sin embargo, en ejercicio de una nueva reflexión, el Pleno 

de este Alto Tribunal determinó que el precedente que dio 

origen al anterior criterio, no tuvo a bien valorar 

adecuadamente que la controversia constitucional es un 

medio de control destinado a garantizar la regularidad 

constitucional, en forma directa, en materia de invasión de, 

esferas competenciales y no para dilucidar cuestiones de mera legalidad, como 

lo es el cumplimiento de plazos previstos en normas secundarias, el cual 

únicamente redunda en el pago de recursos, sin que tenga relación con aspectos 

de carácter,  competencial, por lo cual se traduce, en el mejor de los casos, en 

una violación indirecta ala Constitución Federal. 	 ¡ 

Así las cosas, en los términos en los que la promovente hace valer su 

impugnacion, no arroja un principio de agravio en,,relacon el ámbito 

competencial que la norma fundamental le atribuye y, por ende, carece de 

interés legítimo para acudir a éste Alto Tribunalaintó- 1 presénte medio de 

control constitucional, lo cual se robustece al advertirse que el conflicto deriva 

de un propio acto de voluntad del municipio, rea j, en el año dos mil once 

de Justicia' de la Nación; el tres de dici 

recurso de reclamación 15012019, así com 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 348/2019 ,ORMA A.14 

Lo.  anterior en términosde lo resuelto por  leno delaSuprema Corte 

bre de dos mil diécinueve en el 

él.cincode diciembre siguiente, 

en los recursos de reclamación 157. 019 y 151/2019. 

Finalmente, cabe apuntar 	 el suscrito Ministro no comparte el 

criterio mayoritario que susteñtel desechamieñto de este proveído, lo cierto es 

que está vinculado en virtud d erdo emitido por este Alto Tribunal en sesión 

pública de tres de diciembre pasado, en el sentido de que las Salas que lo 

componen, deberán asu' 	orno criterio el que fue determinado en el referido, 

recurso de reclamación 151/2019. 

Por otra parte, procede también desechar la demanda de controversia 

constitucional promovida, respecto del convenio celebrado el veintiocho 

febrero de dos mil once por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y el 

Municipio actor, conforme a las consideraciones que se desarrollan a 

continuación. 

En el caso, se actualiza la causa de improcedencia prevista en el artículo 
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19, fracción VII15, en r&ación con el artículo 21, fracción 116, de la Ley 

Reglamentaria de las Fracciones 1 y 11 ce ¡rtículo 105 de la. Constitución Política 

de los Estados Unidos Me>icanos, al ser notoriamente extemporánea su 

impugnación. 

En ese tenor, el nencionado artículo 21, fracción 1, de la ieNi reglamentaria 

de la materia., prevé que ej 	para rornover una controversia constitucional 

cuando se impugnen actos será de treinta días, los cuales se pueden computar 

a partir de tres momentos, a. saber: 

a) A partir del día siguiente al en que conforme la ley del propio acto surta  

efectos la notificación de la resolución o acuerdo que se reclam 

b) A partir del día siguiente al en que s haya tenido conocimiento de ellos 

o de su ejecucicn 

• c) A partir del día siguiente al en que el actor se ostente sabedor de los 

• mismos. 

Como se advierte, del escrito inicial de demanda y sus anexos, el convenio 

impugnado es de veintiocho de febrero de dos mil once17 , por tanto, es a partir 

del día siguiente de esa fecha que transcurrió el térm;no para impugnar el aludido 

convenio reclamado; esto es, el martes primero de marzo del mismo año. 

En esa lógica, de esa data, -veintiocho de febrero de dos mil once-, a la 

presentación de la controversia. constitucional, -veintiocho de noviembre de dos 

mil diecinueve-, es evidente que transcurrió en exceso el término de treinta días, 

previsto en el artículo 21 de la ley reglamentaria de la materia, para la 

presentación oportuna: 

Consecuentemente, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la 

fracción VII del artículo 19 de la invocada ley reglamentaria, en relación con el 

artículo 21 del mismo ordenamiento, ya que dicho acto se impugna de manera 

extemporánea y procede desechar la controversia constitucional respecto del 

multicitado convenio. 

Finalmente, debe decirse que las causales de improcedencia se estiman 

manifiestas e indudables, en virtud ae ser cuestiones de derecho no 

Is Artículo 19. Las controversias corsntucionales son improcedentes 
VII. Cuando la demanda se presentare fuera da los piazos previstos en eartculo 21 y 1. 
En todo caso, las causales de improcedencia deberán examinarse de oficio 
1 Artículo 21. El plazo para la interposición de la demanda será 
1: Tratándose de actos, de treinta días contados a partir del día siguiente al en que conforme a la ley del propio acto surta efectos 
la notificación de la resolución o acuerdo que se scame; al sri que se haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución; o al en 
que el actor se ostente sabedor de los mismos; (.. 
17 Lo anterior atento a que, de las constancias que obran en autos obra agregada copia simple del convenio impugnado, del cual 
se advierte en su cláusula sexta, lo siguiente: 'El presente convenio,  iniciará su vigencia a partir de la fecha de su suscripción." 
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desvirtuables con la tramitación del juicio, siendo aplicable, al 

respecto, la tesis siguiente: 

"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PROCEDE SU 
PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 	DESECHAMIENTO DE PLANO SI LA CAUSAL DE 
SUPREMA CORTE DE JUSTICLAI DE LA NACIÓN 	IMPROCEDENCIA ESTRIBA EN UNA CUESTIÓN DE 

DERECHO NO DESVIRTUABLE CON LA TRAMITACIÓN DEL 
JUICIO. Si de la sola lectura de la demanda se advierte que 
existen cuestiones de derecho que impiden la procedencia de fa 
controversia constitucional y que, por sus propios caracteres, no 

son desvirtuables con su tramitación pues nada de lo que se arguya o pruebe 
podrá modificar-o superar esas consecuencias, aquélla debe considerarse 
notoriamente improcedente y, por ende, procede desecharla de plano."18  

Por las razones expuestas, se 

ACUERDA 

PRIMERO. Se desecha. de plano, por notoria y manifiesta improcedencia, 

la demanda presentada en vía de controversia constitticiona!,eI Municipio de 

Petatlán, Guerrero. 

SEGUNDO Sin perjuicio de lo anterior, se tiene a la promovente 

desigrando autorizados 

TERCERO Una vez que cause estado este auto, archívese el expediente 

como asunto concluido. 

Notifíquese, por lista y por oficio al Municipio de Petatian, Guerrero, por 

esta ocasión en su residencia-oficial. 

En ese- orden de ideas; remítase la vrsión diciitalizada del presente 

acuerdo a la OFICINA DE CiESPONDENClA COMÚN DE LOS 

JUZGADOS DE DISTRITO EN — ESTADO DE GUERRERO, CON  

RESIDENCIA EN ACAPULCOAior  conducto del MINTERSCJN, regulado en el 

Acuerdo General Plenario 12/2! a n de que genere la boleta de turno que le 

corresponda y la envíe al órgano jurisdiccional en turno, a efecto de que, de 

conformidad con lo dispu. en los artículos 15719  de la Ley-Orgánica del Poder 

Judióial de la Federación, 4, párrafo primer020, y 521 de la ley regIamentria de 

la-materia, lleve a cabo la diliqencia de notificación por oficio al Municipio  

18 Tesis LXXI/2004, Pleno, Semanario Judicial de la Federacion y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo XX, Diciembre de 2004, página 
1122, registro 179954. 
"Artículo 157. Las diligencias que deban practicarse fuera de las oficinas de la Suprema Corte de Justicia o del Consejo de la 
Judicatura Federal se llevarán a cabo por el ministro, consejero, secretario actuario o juez de distrito que al efecto comisione el 
órgano que conozca del asunto que las motive. 
20Artícujo 4. Las resoluciones deberán notificarse al día siguiente al en que se hubiesen pronunciado, mediante publicación en lista 
y por oficio entregado en el domicilio de las partes, por conducto del actuario o mediante correo en pieza certificada con acuse de 
recibo. En casos urgentes, podrá ordenarse que la notificación se haga por vía telegráfica. [. .] 
"Artículo S. Las partes estarán obligadas a recibir los oficios de notificación que se les dirijan a sus oficinas, domicilio o lugar en 
que se encuentren. En caso de que las notificaciones se hagan por conducto de actuario, se hará constar el nombre de la persona 
con quien se entienda la diligencia y si se negare a firmar el acta o a recibir el oficio, la notificación se tendrá por legalmente hecha. 
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de Peta1LlánGrjerrero1  de fo Jira ndcado: in anterior, en la inteligencia de que 

para los erectos de lo previsto en tos n:íouc': 298 Y:299'3  del Código Federal 

de Procedimientos Civiles, de aplicECn supletoria en términos del nurrieral 1 de 

la citada ley, la copia diptalizada cíe este proveído, en la que conste la evidencia 

criptográfica de la firma electrónica de servidor público responsable de su 

remisión por el MN'TERSCJN. lace ¡as veces del despacho número 

1481/2019, en términos del artícub 14, oárrafo primero24, del citado Acuerdo 

General Plenario 1212014. por lo que-, se requiere al órqano jurisdiccional 

respectivo, a fin de que en auxalio de las labores de este Alta Tribunal, a la 

brevedad posible, lo devuelva debidamente diligenciado por esa msrna vía, 

incluyendo ia constancia de notificación 'L  ia razón actuarial repectiva. 

Cúmplase. 

Lo proveyó y firma el Mirstro instruclor Juan Luis González Alicántara 

Carrancá, quien actúa con la Maestra Carmina Cortés Rodríguez, Secretaria de 

la Sección de Trámite de Controversias Constitucionales y de Acciones de 

Inconstitucionalidad de l Subsecretaria General de Acuerdos de este Alto 

Tribunal, que da fe 	' 
5/ 

Esta hoja corresponde al proveído de diez de diciembre de dos mil diecinueve, dictado 
por el Ministro instructor Juan Luis González Alcántara Carrancá, en la controversia 
constitucionpl 348I2019, promovida jor Municipio de Petatián, Guerrero. Conse. 

RAHCHILF 02 

22  Artículo 296. Las diligencias que tic puedan prscJcarse CO e lugar de a residenciEl del tribunal en que se siga el ju;co, deberán 
encomendarse al Juez de Distrito o de Primera lrsancia pa asuntos de mayor cuantia del lugar en que deban practicarse. 
Si el tribunal requerido no puede practicar, en 'al lugar de su residerca, -)das las diligencias, encomendará, a su vez, al juez local 
correspondiente, dentro de su juisd:ocón, ia prác'ica de las que a li deban tener lugar. 
La Suprema Corte de Justicia puece encomendar la practica d ',i-,da clase de dii gencias a cualquier autoridad judicial de la 
República, autorizándola para d Mar las çesolucicnes que sean necearias para la cumplimentación. 

Artículo 299. Los exhortos y despachos se expedirán el sigJienie día al en que cause estado el acuerdo que lcs prevenga, a 
menos de determinación judicial en co.itrario, sin que, en ningún caso, el titirrnino fijaco pueda exceder de diez días. 
24 Artículo 14. Los envíos de nforrTiación rea'izdcs por ccndjoto de este subrnódulo de! MINTERSCJN cleerán firmarse 
electrónicamente, en la inteligencia de que en términos de lo previsio  en si artículo 12, inciso g). dei AGC 1/2013, si se trata de 
acuerdos, actas o razones emitidas oeneradas con l participac:on 6e uno o más servidores públicos de la SCJN o del respectivo 
órgano jurisdiccional del PJF. si  se ingresan en documento digtaltzado cuyo original contenga as firmas de éstos, bastará que la 
FIREL que se utilice para su transmicion por el MNTERSCJN, sea la del servidor público responsable de remitir dicha información; 
en la inteligencia de que en la cvidenc a criptogranca respectiva. deberá orecisarse que el documento digitalizado es copia fiel de 
su versión impresa, la cual corres,pori<3 e su original. Í. .] 
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